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RV: ALLEGA MEMORIAL - CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA - RAD
11001334306120220020400. - JUZGADO 61 ADVO.

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 30/11/2022 14:17

Para: Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin61bta@notificacionesrj.gov.co>
CC: Luis Salazar <luis.salazar.morales@gmail.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente,

 
Grupo de Correspondencia 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 
Sede Judicial  CAN

CAMS

De: Luis Salazar <luis.salazar.morales@gmail.com> 
Enviado: miércoles, 30 de noviembre de 2022 9:58 a. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Mauricio Trujillo <no�ficacionesmauriciotrujillo@gmail.com> 
Asunto: ALLEGA MEMORIAL - CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA - RAD 11001334306120220020400. - JUZGADO 61
ADVO.
 
Señor:
Juez 61 Administrativo de oralidad del Circuito de Bogotá
Sección Tercera
E.     S.     D. 
 
REF.                    : Expediente No. 11001334306120220020400.
DEMANDANTE   : CARLOS DAVID JORI VALENCIA
DEMANDADO    : MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL –                                       
EJÉRCITO  NACIONAL

MEDIO DE CONTROL       : REPARACIÓN DIRECTA  
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA PRESENTACIÓN DE EXCEPCIONES.
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PÚBLICA CLASIFICADA 
 

 
PÚBLICA CLASIFICADA 

 
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DIRECCIÓN DE DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL 

                                                                                                                                                                                                                                                                                 

Señor: 

Juez 61 Administrativo de oralidad del Circuito de Bogotá  

Sección Tercera  

E.     S.     D.  

 

REF.    : Expediente No. 11001334306120220020400. 

DEMANDANTE  : CARLOS DAVID JORI VALENCIA 

DEMANDADO : MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO        

  NACIONAL 

MEDIO DE CONTROL : REPARACIÓN DIRECTA    

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA PRESENTACIÓN DE EXCEPCIONES. 

 

LUIS JESÚS SALAZAR MORALES, mayor de edad, domiciliado y residente en la 

ciudad de Bogotá, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 7.174.313 

expedida en Tunja, abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta Profesional 

Número 272986 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad 

de apoderado de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – EJÉRCITO 

NACIONAL en el proceso de la referencia, conforme al poder otorgado, me 

permito CONTESTAR LA DEMANDA en los siguientes términos: 

 

PRONUNCIAMIENTO RESPECTO DE LOS HECHOS EXPUESTOS DENTRO DE LA 

DEMANDA 

 

Hechos 1, - de conformidad con la documental. 

Hechos 2-3-4 y 5 No me consta, me atengo a lo que se pruebe en el 

proceso. 

Hecho 6 – No es un hecho, es una argumentación del apoderado de la 

parte actora. 

Hecho 7 – de conformidad con la documental aportada. 

 

PRONUNCIAMIENTO RESPECTO DE LAS PRETENSIONES EXPUESTAS DENTRO DE 

LA DEMANDA 

 

La NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, no puede ser 

declarada administrativamente responsable de los daños y perjuicios 

aducidos por la parte actora, pues tal como se demostrará, existe ausencia 

de responsabilidad de mi representada en los hechos de la demanda, 

relacionados con la presunta lesión padecida por el señor CARLOS DAVID 

JORI VALENCIA.  

 

Al no ser responsable administrativamente la NACIÓN – MINISTERIO DE 

DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, me opongo a la totalidad de los perjuicios 

solicitados por los demandantes con ocasión de los daños patrimoniales y 

extrapatrimoniales aducidos como antijurídicos, pues su pedimento carece 

de fundamento, toda vez, que en el petitorio no existe valoración alguna de 
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lo manifestado.  

 

Perjuicios morales 

 

La jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha sugerido la imposición de 

condenas por la suma de dinero equivalente a cien (100) salarios mínimos 

legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor 

grado, demostrando su relación afectiva directa con la víctima y su 

aflicción, así:  
“(…) tratándose de perjuicios morales será viable que quien invoque la 

condición de familiar (consanguíneo, afín, por adopción o de crianza) –del 

núcleo cercano y en los grados que han sido objeto de presunción por esta 

Corporación– y lo acredite en el proceso a través de los diversos medios de 

convicción será beneficiario de la presunción de aflicción (…) “  

Al respecto debe tenerse en cuenta que estos sólo procederán en los casos 

que se haya avisado una aflicción, acongoja, sufrimiento e intenso dolor a 

raíz del daño causado.  

 

 Así mismo, es necesario tomar en cuenta lo señalado por la Honorable Corte 

Constitucional, en sentencia T-212/12, Magistrada Ponente: MARÍA VICTORIA 

CALLE CORREA, de fecha (15) de marzo de dos mil doce (2012), al 

manifestar que: 

 
“La Sala de Revisión considerara que el Juzgado y el Tribunal Administrativo 

sí violaron el derecho al debido proceso constitucional del ICFES, al haber 

condenado por perjuicios morales a la entidad, en un monto máximo, sin 

tener pruebas ciertas para ello; es más, reconociendo tal situación en el 

propio texto de la sentencia. Tal decisión constituye un defecto fáctico, y si 

la condena es de carácter contencioso administrativo, desconoce además, 

la jurisprudencia que al respecto ha sido establecida.  La jurisprudencia del 

Consejo de Estado ha afirmado que los perjuicios morales son daños que 

pueden ser reconocidos por el juez administrativo y cuyo pago puede ser 

ordenado siempre que los mismos se encuentren debidamente probados. 

No basta con demostrar algún tipo de dolor o de afectación, es preciso 

probar que la afectación fue intensa. Así, demostrar detrimentos 

patrimoniales, incluso deterioro en la casa de habitación, no implica 

comprobar la existencia de perjuicios morales. Tampoco es suficiente 

demostrar situaciones contextuales que evidencien los problemas vividos, 

pero sin contar con prueba alguna de los perjuicios morales en sí mismos 

considerados. La discrecionalidad judicial en materia de perjuicios morales 

no es arbitrariedad o mero pálpito o intuición judicial. El ejercicio de la 
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discrecionalidad debe tener en cuenta (a) “las condiciones particulares de 

la víctima” y (b) “la gravedad objetiva de la lesión”.  En cualquier caso, la 

decisión de definición de los perjuicios morales deben tener en cuenta los 

principios de equidad, razonabilidad y reparación integral. (Subrayado fuera 

de texto). 

Perjuicio Fisiológico y/o Daño a la salud.  

 

El daño a la vida de relación ha sufrido un nuevo tratamiento si se tiene en 

cuenta la sentencia calendada el día 14 de septiembre de 2011 expediente 

No- 19031 que al respecto manifestó:  

“(…) la indemnización, en los términos del fallo referido está sujeta a lo 

probado en el proceso, única y exclusivamente para la víctima directa 

(…)” 

Así las cosas, teniendo en cuenta lo anterior, no es dable que se le 

reconozca al demandante tales daños, como quiera que más allá de los 

dichos esbozados en el libelo de la demanda, no se allegó prueba alguna 

que demuestre el daño o que dicho daño ha sido responsabilidad de la 

entidad que represento.  
 

Por otra parte, no es posible indemnizar, en atención a que el DAÑO A LA 

SALUD, se repara con base en dos componentes: i) uno objetivo 

determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) uno 

subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada proporción el 

primer valor, de conformidad con las consecuencias particulares y 

específicas de cada persona lesionada, conforme lo indicado en sentencia 

del H. Consejo de Estado-Sección Tercera Consejero ponente: ENRIQUE GIL 

BOTERO Bogotá D.C., (14) de septiembre de (2011) Radicación número: 

05001-23-31-000-2007-00139-01(38222) Actor: JOSE DARIO MEJIA HERRERA Y 

OTROS Demandado: NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL 

Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA, razón por la que cual al no 

existir prueba alguna o la reunión de éstos importantes componentes, se 

deberá negar la pretensión en éste sentido.  
 

Es decir, cuando la víctima sufra un daño a la integridad psicofísica sólo 

podrá reclamar los daños materiales que se generen de esa situación y que 

estén probados, los perjuicios morales de conformidad con los parámetros 

jurisprudenciales de la Sala y, por último, el daño a la salud por la afectación 

de este derecho constitucional” 
 

Cabe aclarar que de acuerdo a sentencia del Consejo de Estado, de 14 de 

septiembre de 2011, Expediente No. 38.222, se tiene que en Colombia el 

sistema indemnizatorio está limitado y no puede dar lugar a que se abra una 

multiplicidad de categorías resarcitorias que afecten la estructura del 

derecho de daños y la estabilidad presupuestal que soporta un efectivo 
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sistema de responsabilidad patrimonial del estado, motivo por el cual, se 

itera, cuando el daño se origine en una lesión psíquica o física de la persona 

el único perjuicio inmaterial, diferente al moral que será viable reconocer 

por parte del operador judicial será el denominado “daño a la salud o 

fisiológico”, sin que sea posible admitir otras categorías de perjuicios en este 

tipo de supuestos. 

 

Perjuicios materiales 

 

Daño emergente y lucro cesante: es importante señalar que respecto del 

daño emergente ha sido considerado reconocible “cuando un bien 

económico (dinero, cosas, servicios) salió o saldrá del patrimonio de la 

víctima;…..”1 El daño emergente produce un desembolso que bien puede 

ser presente o futuro, una salida del patrimonio con ocasión del daño.  

 

Así las cosas, es claro que para que el mismo se configure debe demostrarse 

que en efecto se causaron erogaciones con ocasión al daño sufrido, hecho 

este que no tiene ningún sustento, máxime cuando en su momento fue la 

entidad quien prestó atención médica de conformidad con lo manifestado 

por el togado, apoderado del señor CARLOS DAVID JORI VALENCIA. y por lo 

tanto los demandantes no incurrió entonces en gasto alguno. Lo anterior es 

suficiente para que no se otorgue su reconocimiento, pues si se observa con 

atención el libelo probatorio, del mismo no se derivan gastos como 

consecuencia de la patología que se reclama, ni siquiera atención médica 

por la misma, y ya lo ha indicado la doctrina y la jurisprudencia en reiteradas 

ocasiones, esto es una carga netamente probatoria.   

 

De otro lado, y respecto del lucro cesante presente solicitado, debe tenerse 

en cuenta que así como lo señala Tamayo, “… el lucro cesante aparece 

cuando un bien económico que debía ingresar en el curso normal de los 

acontecimientos, no ingresó ni ingresará en el patrimonio de la víctima”2. 
  

Lo anterior tendría lugar cuando existe en definitiva una lesión grave que 

afecta el curso normal de la vida del demandante, hecho este que brilla 

aquí por su ausencia. Es decir, cuando efectivamente hay un daño 

antijurídico cuya imputabilidad puede atribuírsele al Estado y perjudica 

notoriamente a quien reclama. 

 

El demandante pretende que se le paguen los perjuicios materiales, sin 

aportar documento idóneo que demuestre el ingreso que para la fecha o 

antes de ingresar a prestar el servicio militar obligatorio percibía el 

demandante, por lo que solicito su señoría negar esta pretensión debido al 

poco material probatorio allegado al expediente, lo cual arroja duda sobre 

esta pretensión. 

                                                 
1 Tamayo Jaramillo, Javier. De la responsabilidad civil. T. II. Bogotá, Ed,. Temis 1986, Pg 117.  

 
2 Tamayo. Op Cit. T II. P 117.  

103 DE CUPIS, Op Cit. P 312 
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A LAS DEMÁS PRETENSIONES: Como quiera que no es posible establecer la 

totalidad de los requisitos legales que conlleven a determinar la 

responsabilidad del Estado, no es posible condenarlo a indemnizar 

perjuicios, y mucho menos a otorgar pagos a los que como se ha venido 

sosteniendo no hay lugar. 

 

Régimen de responsabilidad y jurisprudencia aplicable al caso.  

 

Responsabilidad extracontractual del Estado. 

 

El artículo 90 constitucional dispone que el Estado responderá 

patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 

causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. Esta 

responsabilidad del Estado se hace patente cuando se configura un daño, 

el cual deriva su calificación de antijurídico atendiendo a que el sujeto que 

lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, tal como ha sido 

definido por la jurisprudencia del H. Consejo de Estado3. 

 

De manera que los elementos que sirven de fundamento a la 

responsabilidad son esencialmente el daño antijurídico y su imputación a la 

administración como lo advierte el H. Consejo de Estado así:  
 

(…) entendiendo por tal, el componente que permite atribuir jurídicamente 

un daño a un sujeto determinado. En la responsabilidad del Estado, la 

imputación no se identifica con la causalidad material, pues la atribución de 

la responsabilidad puede darse también en razón de criterios normativos o 

jurídicos. Una vez se define que se está frente a una obligación que incumbe 

al Estado, se determina el título en razón del cual se atribuye el daño 

causado por el agente a la entidad a la cual pertenece, esto es, se define 

el factor de atribución (la falla del servicio, el riesgo creado, la igualdad de 

las personas frente a las cargas públicas (…) ”. 4  

 

El daño antijurídico 

 

La existencia del daño antijurídico es el primer elemento que debe 

acreditarse para que pueda predicarse la responsabilidad y en el presente 

caso, este consiste en las presuntas lesiones padecidas por el señor CARLOS 

DAVID JORI VALENCIA. 
 

Imputación jurídica  

 

Ahora bien, acreditado el daño, debe abordarse el análisis del otro 

elemento de la responsabilidad, es decir, desde el plano de la imputación, 

corresponde determinar si la presunta lesión producida en la humanidad 

                                                 
3 Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 13 de agosto de 2008; Exp. 17042; C.P. Enrique Gil Botero. 
4 Consejo de Estado; Sección Tercera; sentencia del 16 de septiembre de 1999; Exp.10922 C.P. Ricardo Hoyos 
Duque.  
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del señor CARLOS DAVID JORI VALENCIA., es atribuible a la NACION – 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJERCITO NACIONAL, por ello me 

permito proponer las siguientes excepciones con el fin de enervar lo 

manifestado en la demanda y exonerar a la entidad demandada.  

 

Caso concreto. 
 

En efecto, bien sabido es que  en las circunstancias en que posiblemente se 

accidentó el señor CARLOS DAVID JORI VALENCIA, durante un 

desplazamiento, son situaciones súbitas, imprevisibles e inesperadas, que no 

son atribuibles bajo ningún título a la Administración constitutivas de fuerza 

mayor – caso fortuito, que pueden acaecer al individuo estando o no en la 

actividad militar; dicho accidente bien pudo haberle sucedido al 

demandante en la vida civil. 
 

Teniendo en cuenta el análisis de los hechos y lo anteriormente expuesto, no 

surge intervención alguna u omisión del Ejército Nacional, de la que se 

desprenda su responsabilidad por la lesión sin secuelas del señor CARLOS DAVID 

JORI VALENCIA. toda vez que el plenario carece de prueba idónea que así lo 

demuestre.  

 

En estas condiciones y atendiendo a la jurisprudencia del Consejo de Estado, al 

igual que a lo probado en el proceso, solicito comedidamente a su Señoría, 

negar las súplicas de la demanda y consecuentemente eximir de 

responsabilidad al Ejercito Nacional. 

 

El Servicio Militar Obligatorio -  Deber Constitucional y Legal –  

 

El servicio militar es una obligación constitucional (art. 216) que surge como 

contraprestación de los derechos que se reconocen a las personas y que se 

hace necesario para la eficaz garantía de los mismos. A este respecto, la Corte 

Constitucional ha destacado que: 

  

“(…) La Constitución no agota su pretensión normativa en su profusa 

consagración de derechos. También establece una serie de deberes y 

obligaciones a las personas derivados de los principios fundamentales de 

solidaridad y reciprocidad social. Los deberes y obligaciones constitucionales 

imponen las mismas cargas a sus titulares con miras a alcanzar fines sociales 

deseables o necesarios (…)” 

 

“(…) El servicio militar es una obligación que implica la restricción temporal de 

cierto ámbito de los derechos y libertades individuales. La defensa de la 

independencia nacional y las instituciones patrias requieren de personas 

debidamente preparadas, poseedoras de condiciones físicas y mentales 

óptimas, para enfrentar eventuales situaciones de emergencia, peligro o 

calamidad (…)” 

 

 Con respecto a la responsabilidad patrimonial del Estado, deprecada del 

Articulo 90 superior “...El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
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antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 

autoridades públicas...”. Y ha sido amplio el ramo de pronunciamientos del 

Honorable Consejo de Estado, al edificar con claridad los tres elementos 

esenciales para la existencia de Responsabilidad Estatal a saber: DAÑO 

ANTIJURIDICO, IMPUTABILIDAD DEL DAÑO (hecho generador en cabeza de la 

Administración), Y NEXO CAUSAL ENTRE EL DAÑO ANTIJURIDICO Y LA 

ACTUACION DOLOSA Y OMISIVA DEL ESTADO.  

 

No se observa en el escrito de la demanda y los hechos que sustentan las 

pretensiones, el lleno de los presupuestos necesarios para la materialización del 

DAÑO ANTIJURIDICO, pues tal y como lo ha sostenido el H. Consejo de Estado: 

“...el daño solo puede ser el resultado de la gestión de uno o varios de sus 

agentes quienes en ejercicio de la función pública ejecuten actos de carácter 

doloso o se abstengan de ejecutar otros que se han debido realizar...” (Subrayas 

y negrillas fuera del texto original). 

 

Destacándose del aparte anterior, un elemento volitivo subjetivo especial en el 

agente, la ejecución de actos de carácter doloso, que para el caso que nos 

ocupa, NO EXISTE, pues ningún integrante del Ejercito Nacional como 

representante de la Administración, actuó positiva o negativamente de forma 

tal que generase una lesión en la humanidad del demandante. 

 

 

EXCEPCIONES.  

 

Inexistencia de medios probatorios que endilguen la responsabilidad de la 

Entidad. 

 

Tal como lo indiqué en líneas atrás, no obran en el proceso medios de 

convicción que acrediten la responsabilidad de mi representada, puesto que 

se carece de piezas probatorias – acta de junta médico laboral -. que indiquen 

que las lesiones del señor CARLOS DAVID JORI VALENCIA, y el grado de pérdida 

de capacidad laboral, se originan dado a la acción y/o omisión de la Entidad 

para prestarle el tratamiento correcto contribuyendo a su agravación; se reitera 

que se trató de un hecho ajeno a la voluntad de la entidad a la que represento 

y sobre el cual no tiene responsabilidad ni injerencia alguna.    

 

EXCEPCION CAUSA LÍCITA  

 

Sobre el daño antijurídico la Corte Constitucional en sentencia C-333 del 1 

de agosto de 1996 manifestó que:  
 

“(…) El daño antijurídico no tiene una definición constitucional expresa, por 

lo cual es un concepto constitucional parcialmente indeterminado, cuyos 

alcances pueden ser desarrollados, dentro de ciertos límites, por el 

Legislador. Sin embargo, una interpretación sistemática de la Carta y de los 

antecedentes de la norma permite determinar los elementos centrales de 

este concepto. 
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La doctrina española ha definido entonces el daño antijurídico no como 

aquel que es producto de una actividad ilícita del Estado sino como el 

perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico 

de soportarlo 

(…)” 

 

De suerte, que esta concepción de daño antijurídico ha sido admitida por 

la jurisprudencia del Consejo de Estado en nuestro país. Así, en múltiples 

oportunidades ese órgano de cierre ha definido el daño antijurídico como: 
 

 "(…) la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la 

víctima no está en la obligación de soportar", por lo cual "se ha desplazado 

la antijuricidad de la causa del daño al daño mismo. 

 

(…)  

 

Por consiguiente, concluye esa Corporación, que "el daño antijurídico 

puede ser el efecto de una causa ilícita, pero también de una causa lícita. 

Esta doble causa corresponde, en principio, a los regímenes de 

responsabilidad subjetiva y objetiva (…)5  (Negrilla Entidad Demandada) 

 

Causa licita, como es el deber constitucional en cumplimiento del orden 

público, como lo estaba ejerciendo el señor CARLOS DAVID JORI VALENCIA, 

a la hora de sufrir la presunta lesión. 

 

Llama la atención en el caso de la referencia, la ausencia total de medios 

probatorios que permitan acreditar la falla en el servicio del Ejército Nacional, 

carga probatoria que le compete exclusivamente al apoderado de la parte 

actora, el cual tiene el deber de demostrar en qué fundamenta su pedimento 

para acudir a la Jurisdicción, pues de lo contrario sería un movimiento 

innecesario que solo traería consigo gastos a la administración de justicia y a las 

Entidades públicas.  

 

Al respecto, es pertinente hacer mención al artículo 167 del Código General del 

Proceso, el cual prescribe que: “Incumbe a las partes probar el supuesto de 

hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.” (…).  

 

Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de la prueba, acogida 

y aplicada en nuestra legislación, según la cual las partes están llamadas a 

aportar las pruebas que sustenten sus pretensiones, so pena de que las mismas 

sean desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando Devis Echandía, cuando 

dice: 

 

“(…) Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué hechos 

debe probar cada parte para no resultar perjudicada cuando el juez la aplique 

(a falta también de prueba aportada oficiosamente o por la parte contraria, 

dada la comunidad de la prueba, que estudiamos en el núm. 31, punto 4), 

puesto que, conforme a ella, la decisión debe ser adversa a quien debería 

                                                 
5 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 19 de abril de 2012. MP. Hernán Andrade Rincón. Exp 21515. 
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suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla para evitar consecuencias 

desfavorables. (…)” Subrayas fuera de texto. 

 

Esta carga procesal, implica la autorresponsabilidad de las partes por su 

conducta durante el proceso, tendiente a arrimar la prueba de los hechos que 

la benefician y a controvertir la de aquellos que han sido acreditados por la 

parte contraria y que pueden perjudicarla; en este orden de ideas, puede 

decirse que a las partes le es dable colocarse en una total o parcial inactividad 

probatoria por su propia cuenta y riesgo. Claro está, que de acuerdo a las 

pruebas que se le presenten al juzgador este tiene una regla de conducta, en 

virtud de la cual, cuando falta la prueba del hecho que sirve de presupuesto a 

la norma jurídica que una parte invoca a su favor, debe fallar de fondo y en 

contra de esa parte.   

 

De acuerdo con lo anterior, y teniendo presente que en el caso que nos ocupa 

el apoderado de la parte actora en el acápite de hechos del escrito de 

demanda ni siquiera expone los motivos por los cuales la institución o sus agentes 

hubieren fallado en la prestación del servicio, o haya incurrido en daño especial 

o riesgo excepcional en consecuencia se hubiere ocasionado el daño sufrido 

por el demandante y su familia ni que el daño fue padecido como 

consecuencia directa de acciones y omisiones de miembros del Ejército 

Nacional; es la parte actora la obligada a acreditar con elementos materiales 

probatorios la falla del servicio y/o daño especial o riesgo excepcional, que 

aduce y dichos elementos son indispensables para imputar el título de 

imputación que se adecua con los hechos de la demanda, elementos que 

brillan por su ausencia.  

 

Por lo anteriormente expuesto y por no existir el sustento probatorio suficiente a 

pesar de que se trata de una carga de que desde siempre ha caracterizado el 

derecho probatorio, deberá también desestimarse cualquier posibilidad para 

acceder a las pretensiones del demandante. Al respecto debe observarse que 

el derecho a presentar pruebas y a controvertirlas se traduce, en un derecho a 

la prueba, mejor aún, en un derecho a probar los hechos que determinan la 

consecuencia jurídica a cuyo reconocimiento, en el caso litigado, aspira cada 

una de las partes.  

 

Se trata entonces, de una aquilatada garantía de acceso real y efectivo a los 

diferentes medios probatorios, que le permita a las partes acreditar los hechos 

alegados y, desde luego, generarle convencimiento al juez en torno a la 

pretensión o a la excepción. Al fin y al cabo, de antiguo se sabe que el juez 

debe sentenciar conforme a lo alegado y probado (iuxta allegata et probata 

iudex iudicare debet), razón por la cual, quienes concurren a su estrado deben 

gozar de la sacrosanta prerrogativa a probar los supuestos de hecho del 

derecho que reclaman, la que debe materializarse en términos reales y no 

simplemente formales, lo cual implica, en primer lugar y de manera plena, hacer 

efectivas las oportunidades para pedir y aportar pruebas.  

 

Por lo expuesto, es evidente la ausencia de pruebas que permitan endilgar la 

responsabilidad a la entidad demandada y a todas luces la demanda centra 
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su atención en pretensiones sin ningún tipo de asidero jurídico o factico por lo 

cual solicito al despacho sean declaradas probadas las excepciones 

presentadas.  

 

SE HACE NECESARIO ANALIZAR LOS ARGUMENTOS REFERENTE A LA CAUSA 

EXTRAÑA – FUERZA MAYOR, ASÍ:  

 

CAUSA EXTRAÑA - FUERZA MAYOR  

 

La ley 95 de 1890, en su artículo 90 afirma: 

“Se llama fuerza mayor o caso fortuito, el imprevisto á que no es posible resistir, 

como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos de 

autoridad ejercidos por un funcionario público, etc”. 

 

La fuerza mayor o caso fortuito, por lo general libera a una o a todas las partes 

de un contrato, de pagar o responder por daños causados por el 

incumplimiento de una obligación, originado en un hecho constitutivo de fuerza 

mayor o causa fortuita. 

 

No se puede confundir la fuerza mayor o caso fortuito con la negligencia o la 

incompetencia, puesto que sólo se puede considerar fuerza mayor y caso 

fortuito a aquellos hechos a los que no es posible resistirse o que no es posible 

advertir o preverse. 

 

La jurisprudencia se ha pronunciado de forma reiterada sobre respecto: 

“(…) Se ha sostenido que la institución del caso fortuito o de fuera mayor es 

originario del derecho romano, en donde, para explicarla, se hizo referencia a 

las inundaciones, las incursiones de enemigos, los incendios, el terremoto, el 

rayo, el huracán, etc. Más concretamente entendieron los romanos, por caso 

fortuito, todo suceso “que la mente humana no puede prever, o lo que, previsto, 

no se puede resistir.  

También, desde tiempos inmemoriales se viene controvirtiendo la distinción o, 

por el contrario, la equivalencia o sinonimia de los conceptos ‘caso fortuito” y 

“fuerza mayor”. Quienes se han ubicado en primera posición, han acudido, 

para destacar la diferencia, a varios criterios, así:  

a. A la causa del acontecimiento, o sea, el caso fortuito concierne a hechos 

provenientes del hombre; en cambio la fuerza mayor toca con los hechos 

producidos por la naturaleza. 

b. A la conducta del Agente, esto es, al paso que el caso fortuito es la 

impotencia relativa para superar el hecho, la fuerza mayor es la imposibilidad 

absoluta.  

c. A la importancia del acontecimiento, vale decir, que los hechos más 

destacados y significativos constituyen casos de fuerza mayor y los menos 

importantes, casos fortuitos;  

 

d) Al elemento que lo integra, por cuanto el caso fortuito se estructura por ser 

imprevisible el acontecimiento y, en cambio, la fuerza mayor por la irresistibilidad 

del hecho.  
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e. A la exterioridad del acontecimiento, o sea, el caso fortuito es el suceso 

interno que, por ende, ocurre dentro de la órbita de la actividad del deudor o 

del agente del daño; la fuerza mayor consiste en el acontecimiento externo y 

puramente objetivo. Y, algunos de los que se ubican en este criterio, no le 

conceder efecto liberatorio de responsabilidad al caso fortuito sino a la fuerza 

mayor, como por ejemplo, Josserand y Adolfo Exner (…)”.  

 

Regresando al punto controvertido en el litigio, se tiene que según el artículo 1 

de la Ley 95 de 1890, la fuerza mayor o caso fortuito se configura por la 

concurrencia de dos factores: a) que el hecho sea imprevisible, esto es, que 

dentro de las circunstancias normales de la vida, no sea posible contemplar por 

anticipado su ocurrencia. Por el contrario, si el hecho razonablemente hubiera 

podido preverse, por ser un acontecimiento normal o de ocurrencia frecuente, 

tal hecho no estructura el elemento imprevisible; y b) Que el hecho sea 

irresistible, o sea, que el agente no pueda evitar su acaecimiento ni superar sus 

consecuencias. En este preciso punto es indispensable anotar la diferencia 

existente entre la imposibilidad para resistir o superar el hecho y la dificultad para 

enfrentarlo. Porque un hecho no constituye caso fortuito o fuerza mayor, por la 

sola circunstancia de que se haga más difícil o más onerosa de lo previsto 

inicialmente.  

 

Si sólo puede calificarse como caso fortuito o fuerza mayor el hecho que 

concurrentemente contemple los caracteres de imprevisible e irresistible, no 

resulta propio elaborar un listado de los acontecimientos que constituyen tal 

fenómeno, ni de los que no lo constituyen. Por tal virtud, ha sostenido la doctrina 

nacional y foránea que un acontecimiento determinado no puede calificarse 

fatalmente, por sí mismo y por fuerza de su naturaleza específica, como 

constitutivo de fuerza mayor o caso fortuito, puesto que es indispensable, en 

cada caso o acontecimiento, analizar y ponderar todas las circunstancias que 

rodean el hecho. [Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil Sentencia 

de fecha noviembre 20 de 1989.]”. (Subrayado fuera de texto). 

 

Respecto al alcance de los elementos constitutivos de fuerza mayor o caso 

fortuito, ha señalado la jurisprudencia: 

 

“La doctrina y la jurisprudencia enseñan que los elementos constitutivos de la 

fuerza mayor como hecho eximente de responsabilidad contractual y 

extracontractual son: la inimputabilidad, la imprevisibilidad y la irresistibilidad. El 

primero consiste en que el hecho que se invoca como fuerza mayor o caso 

fortuito, no se derive en modo alguno de la conducta culpable del obligado, 

de su estado de culpa precedente o concomitante del hecho. El segundo se 

tiene cuando el suceso escapa a las previsiones normales, esto es, que ante la 

conducta prudente adoptada por el que alega el caso fortuito, era imposible 

de preverlo. Y la irresistibilidad radica en que ante las medidas tomadas fue 

imposible evitar que el hecho se presentara. (…) [Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Civil, Sentencia de noviembre 13 de 1962. Estos criterios fueron 

reiterados mediante sentencia de la misma Sala de la Corte, en sentencia de 

mayo 31 de 1965].”.(Subrayado fuera de texto). 
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Así como la expresión caso fortuito traduce la requerida imprevisibilidad de su 

ocurrencia, la fuerza mayor empleada como sinónimo de aquélla en la 

definición legal, relieva esta otra característica que ha de ofrecer tal hecho: al 

ser fatal, irresistible, incontrastable, hasta el punto que el obligado no pueda 

evitar su acaecimiento ni superar sus consecuencias. Tampoco hay fuerza 

mayor o caso fortuito cuando el obstáculo, sin impedir el cumplimiento de la 

obligación, lo hace más difícil u oneroso que lo previsto inicialmente. [Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de febrero 27 de 1974]” 

(Subrayado fuera de texto). 

 

Y si una fuerza mayor, carece de un elemento volitivo en cabeza de quien se le 

endilga, ha de exculparse esta toda vez que no tuvo injerencia alguna en el 

resultado, traído al caso debatido, las lesiones del SLR; es decir, no resulta lógico 

confinar a la entidad demandada al pago de indemnizaciones por eventos que 

se salen de su órbita de control y que resultan irresistibles como el del sub judice. 

 

PRUEBAS 

 

PRUEBAS SOLICITADAS POR EL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL EJÉRCITO 

NACIONAL 

 

De la manera más atenta solicito a su despacho se tenga en cuenta la 

solicitud probatoria realizada A: 

 

1. Solicitud con radicado 2022251018131453 dirigida al Comandante de 

Batallón de Alta Montaña N°3 - se aporta el oficio de solicitud con el 

escrito de contestación de la demanda y la respuesta será allegada al 

Juzgado cuando la unidad requerida la otorgue dentro del término 

permitido, toda vez, que al momento de contestar la demanda no ha 

sido atendida.  

 

2. Respuesta a Solicitud con radicado interno 2022251018130643 dirigido al 

Director de Sanidad del Ejercito Nacional, la respuesta es aportada con 

el escrito de la contestación de la demanda.  

 

EN CUANTO A LAS COSTAS 

 

Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se 

abstendrá de condenar en costas a las partes, en tanto que no se ha 

comprobado un uso indebido o arbitrario de los instrumentos procesales por 

parte de estas. Se debe tener en cuenta, de un lado, que la conducta no 

fue temeraria ni se encuentra la mala fe, y de otro, porque no se demostró 

la existencia de pruebas en el proceso sobre los gastos y costas en el curso 

de la actuación, en virtud de lo expuesto en el numeral 8 del artículo 365 de 

la Ley 1564 de 2012. 

PETICIONES 

 

Solicito ante este Despacho Judicial y a favor de la entidad que represento, 

lo siguiente: 
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Desestimar las pretensiones propuestas por el demandante en el escrito de 

demanda, teniendo en cuenta los argumentos expuestos en el desarrollo del 

presente escrito. 

ANEXOS CON LA DEMANDA 

 Los enunciados en el acápite de pruebas. 

 Me permito anexar poder debidamente conferido y sus anexos, 

con el fin de que se me reconozca personería para actuar. 

 

NOTIFICACIONES. 

 

En la Dirección de Asuntos Contenciosos del Ejército, Sede Bogotá ubicada 

en Carrera 46 N° 20 B – 99 Edificio Lara Cantón Occidental - Bogotá D.C. 

Dirección de Asuntos Contenciosos del Ejército, vía web a los correos que se 

relacionan notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co y 

luis.salazar.morales@gmail.com (correo inscrito en el registro único de 

Abogados)  

  

 

Cordialmente, 

 

 
LUIS JESUS SALAZAR MORALES  

C. C. No. 7174313 de Tunja. 

T. P. No. 272986 del C. S. de la J. 

Abogado – Ministerio de Defensa – Ejercito Nacional.  
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 

DIRECCIÓN DE SANIDAD     

*2022325021665903* 
Al contestar, cite este número 
 
Radicado No. 2022325021665903 MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMGF-COPER-DISAN-1.2 

 
Bogotá, D.C., 29 de noviembre de 2022  

 
Señor Teniente Coronel: 

FRANCISCO JAVIER VELAZQUEZ GUZMAN 

Director de Defensa Jurídica Integral de Ejército 

Correo electrónico:  didef@buzonejercito.mil.co 

luis.salazar.morales@gmail.com 

Luis.salazarmorales@buzonejercito.mil.co 

Bogotá D.C 

 

ASUNTO:  RESPUESTA A SOLICITUD PROBATORIA 

Demandante: CARLOS DAVID JORI VALENCIA 

Radicado Interno: 2022251018130643 

 

En atención al oficio que fue de conocimiento de esta Dirección de Sanidad Ejército, 

asignado bajo el radicado interno No. 2022251018130643, donde solicita y refiere: 

 

Respetuosamente, me permito solicitar al Mayor General Director de Sanidad del 

Ejército Nacional, copia auténtica, íntegra y legible del acta de Junta Médica Laboral 

y Tribunal Médico Laboral practicada a al señor SLR CARLOS DAVID JORI 

VALENCIA, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.007.795.788, con su 

respectivo expediente médico. En caso negativo de no existir la documentación 

informar las razones por las cuales no se realizó la misma el estado actual del 

trámite y cuáles son los pasos a seguir para realizar la valoración ordenada.  

 

De acuerdo a lo solicitado la DISAN remite la siguiente respuesta:  

 

Se informa que una vez consultada la base de datos de Sistema Integrado de Medicina 

Laboral (SIML) y Ficha Médica Digital (FIMED), NO reposa ficha médica de retiro, dentro 

de los treinta y ocho (38) folios que obran en el expediente medico laboral, se identifica fallo 

de tutela No. 2022-00285-00 del Juzgado Primero de Familia del Circuito del Valle del 

Cauca, en la que mediante Oficio No. 2022325001533041 del 18 de julio de 2022, se 

informa la activación de servicios médicos y se solicita al señor Jori acercarse al dispensario 

médico más cercano para diligenciar su ficha médica, sin embargo a la fecha no se 

evidencia acción alguna en cabeza del demandante. 
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En contexto el señor Jori debe acercarse a realizar su ficha médica de retiro en alguna de 

las Divisiones de Medicina Laboral en las siguientes ciudades, para trámites tendientes a 

la Convocatoria de Junta Medico Laboral y definición de la situación de Sanidad: 

 

1. Bogotá 
2. Medellín 
3. Ibagué 
4. Cali 
5. Florencia 
6. Santa Marta 
7. Bucaramanga 
8. Yopal 
9. Villavicencio 
10. Neiva 
11. Tolemaida 
12. Montería 
13. Cúcuta 

 

De acuerdo a lo anterior, nos remitimos al art. 167 del C.G.P., el cual señala:  

 

Artículo 167. Carga de la prueba.  

 

Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 

efecto jurídico que ellas persiguen. 

 

No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a petición 

de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en 

cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo probar determinado hecho 

a la parte que se encuentre en una situación más favorable para aportar las 

evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará en 

mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el material probatorio, 

por tener en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas 

especiales, por haber intervenido directamente en los hechos que dieron lugar 

al litigio, o por estado de indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre 

la contraparte, entre otras circunstancias similares. (Negrilla y subrayado fuera 

del texto) 

 

Cuando el juez adopte esta decisión, que será susceptible de recurso, otorgará a la 

parte correspondiente el término necesario para aportar o solicitar la respectiva 

prueba, la cual se someterá a las reglas de contradicción previstas en este código. 

 

Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren 

prueba. 

 

Según lo expresado líneas arriba, y el inicio del presente medio de control se resalta que la 

carga dinámica de la prueba está en cabeza de la parte demandante, ya que se encuentra 

en “mejor posición para probar su cercanía con el material probatorio”, es decir, la 

Dirección de Sanidad, brinda las herramientas para la práctica de la prueba, procediendo a 

activar en servicios médicos e informar el protocolo correspondiente, el cual se encuentra 

establecido en el Decreto 1796 de 2000, entendido como documento público y de fácil 

acceso para su análisis y estudio, sin embargo, este proceso tiene un sujeto activo 

plenamente identificado como el interesado en la calificación de su pérdida de la 

capacidad laboral, toda vez que como bien lo establece el decreto:  

 

“(…) se regula la evaluación de la capacidad sicofísica y de la disminución de la 
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capacidad laboral, y aspectos sobre incapacidades, indemnizaciones, pensión por 

invalidez e informes administrativos  por lesiones, de los miembros de la Fuerza 

Pública, Alumnos  de las Escuelas de Formación y sus equivalentes en la  Policía 

Nacional, personal civil al servicio del  Ministerio de Defensa Nacional y de las 

Fuerzas Militares y personal no uniformado de la Policía Nacional vinculado con 

anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993" 

 

Es decir, una evaluación médica de todos los aspectos físicos y mentales del individuo a 

fin de determinar el nexo de causalidad del origen de una enfermedad o lesión.  

 

Con base a lo anterior, se logra establece que sin sujeto activo no es posible realizar todo 

el protocolo establecido en el Decreto 1796 de 2000, ya que la ficha médica de retiro no 

puede ser diligenciada con supuestos de hecho, contrariando el fin de la evaluación de la 

capacidad psicofísica del individuo.  

 

De acuerdo a lo argumentado líneas arriba, y el inciso final del art. 167 del C.G.P, “Los 

hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no requieren prueba.”, 

para el caso en concreto es evidente que la parte demandante no ha demostrado interés 

alguno en gestionar de manera activa su proceso de Junta Médico Laboral, ignorando 

plenamente lo establecido en el art. 16 del Decreto ibidem, el cual establece:  

ARTICULO 16. SOPORTES DE LA JUNTA MEDICO-LABORAL MILITAR O DE 

POLICIA. Los soportes de la Junta Médico-Laboral serán los siguientes: 

a. La ficha médica de aptitud psicofísica. 

b. El concepto médico emitido por el especialista respectivo que especifique el 

diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones 

que presente el interesado. 

c. El expediente médico - laboral que reposa en la respectiva Dirección de Sanidad. 

d. Los exámenes paraclínicos adicionales que considere necesario realizar. 

e. Informe Administrativo por Lesiones Personales. 

PARAGRAFO. Una vez recibidos los conceptos médicos definitivos que determinen 

las secuelas permanentes, la Junta Medico Laboral se deberá realizar a más tardar 

dentro de los noventa (90) días siguientes.” 

Ahora bien, informado al despacho la activación en servicios se informa el protocolo 

para la realización del examen de retiro y la valoración en Junta Médico Laboral, el 

cual está establecido por el Decreto  1796 de  2000 “ por el cual se regula  la evaluación  

de la capacidad  sicofísica  y de la disminución  de la capacidad  laboral  ya aspectos sobre  

incapacidades, indemnizaciones, pensión por invalidez e informes administrativos por 

lesiones de los miembros de la fuerza pública, alumnos de las escuelas de formación  y sus 

equivalentes en la Policía Nacional, personal civil al servicio del Ministerio de Defensa 

Nacional y de las Fuerzas  Militares y personal no Uniformado de la Policía Vinculados con 

anterioridad de la ley 100 de 1993”. 

 

Dicho protocolo implica cumplir con unos soportes o requisitos necesarios para la 

realización de la Junta, los cuales se encuentran enmarcados en el artículo 16 de la norma 

ídem. 

En este sentido para completar el expediente médico laboral, se debe realizar lo siguiente: 

1. Ficha médica completamente diligenciada por los profesionales de la salud de los 

Establecimientos de Sanidad Militar (el formato de la ficha puede ser descargado en 
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la página de internet: www.disanejercito.mil.co/dependencias/medicina 

laboral/formatos/formato ficha médica).  

2. Una vez debidamente diligenciada la ficha médica por los profesionales en salud 

debe ser radicada mediante oficio dirigido a medicina laboral, adjuntando a esta la 

siguiente documentación: 

• Exámenes de laboratorio 

• Copia de la Historia Clínica 

• Copia Informativo Administrativo por Lesión en caso de existir 

• Cedula Ampliada al 150% y legible 

• Formato de actualización de datos el cual se encuentra en la página de la 

Dirección de Sanidad Ejército  

• Copia OAP de retiro 

3. Posteriormente por parte de las autoridades medico laborales se procederá a la 

calificación de la ficha médica, y si es el caso ordenara conceptos médicos. 

4. Esos conceptos médicos deben practicarse en el establecimiento de sanidad más 

cercano a la residencia del peticionario y su objetivo es dar una referencia del estado 

de salud del paciente, los cuales posteriormente son enviados a la oficina de 

medicina laboral por la divisionaria correspondiente para que sean cargados al 

sistema integrado de medicina laboral.  

5. En el momento en que los conceptos sean cargados al sistema se podrá programar 

fecha para la realización de la Junta Medico Laboral. 

 

Para entender más a fondo el proceso de junta médica laboral se procede a explicar de 

manera estructurada:  

 

ESTRUCTURA GRAFICA DEL TRÁMITE DE JUNTA MÉDICO LABORAL 

  

PROCESO MÉDICO LABORAL 

Etapas Descripción Responsable 

  
  
  
  
1 

Diligenc
iamient
o de la 
ficha de 
retiro o 
licencia
miento 

Para personal que no es de tropa, se requiere que se acerquen al 
Establecimiento de Sanidad Militar correspondiente para 
diligenciar la ficha de retiro. 
  
Una vez realizado lo anterior, el Establecimiento envía la 
mencionada ficha a la Dirección de Sanidad. 
  
En personal de tropa, el Establecimiento dentro de los 60 días 
anteriores elabora dicha ficha para enviarla a la Dirección de 
Sanidad.  
  
La Ficha Médica Unificada es remitida por el establecimiento de 
sanidad militar, por medio del método de valija. 

Interesado y 
Establecimiento 

de Sanidad 
Militar 

  
  
  
  
2 

Califica
ción de 
la ficha 

Una vez recepcionada la ficha de retiro por la Dirección de 
Sanidad, se procede a calificarla, obteniendo uno de los siguientes 
puntajes: APTO o APLAZADO. 
  
Si el personal es calificado como APTO significa que su condición 
física es óptima y no presenta alguna patología, quedando definida 
en esta etapa su situación médico laboral con la Institución. 
  
Si el personal es calificado como APLAZADO, se procede a 
coordinar los servicios de salud que requiere, para que el 
Establecimiento más cercano suministre los servicios y expida los 
conceptos médicos. 
  
De igual forma se procede a activar al personal en el Subsistema 
de Salud de las FFMM 

Área de Medicina 
Laboral y el 
Interesado 

(Dirección de 
Sanidad – Oficina 

de Gestión de 
Medicina Laboral) 

  
  
  
  
  

Consec
ución 
de los 
Concept
o 

En esta etapa, el Establecimiento de Sanidad Militar presta los 
servicios de salud, asignando las citas correspondientes en las 
especialidades requeridas. 
  
Es de anotar que la consecución de los conceptos 

Establecimiento 
de Sanidad 
Militar y el 
Interesado 
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3 

Médicos 
Definitiv
os 

médicos definitivos varía por distintos factores, como es 
disponibilidad de citas, hasta la misma patología del personal. 
  
Es de resaltar que en esta etapa se pretende la recuperación 
integral del personal, lo cual implica que en muchos casos los 
conceptos demoren mientras el paciente se recupera, de igual 
forma dependiendo de la patología se pueden requerir exámenes, 
cirugías, remisiones. 
  
Por último, se recuerda que se en esta etapa se trata de conseguir 
conceptos médicos definitivos y no parciales, lo cual implica que 
una complejidad aún mayor. 

4 Junta 
Médico 
Laboral 

Una vez obtenidos los conceptos médicos para convocar a la Junta 
Médico Laboral, en donde se determina la disminución de la 
capacidad laboral. 

Junta Médico 
Laboral y el 
Interesado 

(Dirección de 
Sanidad - Oficina 

de Gestión de 
Medicina Laboral) 

  
  
5 

Tribunal 
Médico 
Laboral 

En el evento que el personal se encuentre inconforme con lo 
dispuesto por la Junta Médico laboral puede convocar al Tribunal 
Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía quien podrá ratificar, 
modificar o revocar lo decidido por la Junta Médico Laboral. 

Tribunal Médico 
Laboral y el 
Interesado 

(Órgano adscrito 
al Ministerio de 

Defensa) 

 

De acuerdo a lo expresado líneas arriba es importante resaltar que las Fuerzas Militares a 

través de la Dirección de Sanidad deben brindar la atención médica en los casos 

establecidos en la ley y la Jurisprudencia, también lo es que el proceso de calificación de 

Junta Médica de Retiro demanda del peticionario distintas acciones, como lo es acercarse 

en el término establecido y después de realizada su Ficha Médica Unificada debe 

solicitar calificación para que le sean ordenados los conceptos médicos necesarios, 

los cuales deben practicarse de una forma continua hasta la realización de la Junta Médica, 

y por lo tanto debe solicitar en el dispensario más cercano la programación de las 

respectivas citas para ejecutar los conceptos. 

 

Es importante mencionar que para la ficha médica será valorado por:  

 

• Audiometría 

• Odontología 

• Psicología 

• Optometría 

• Medicina General  

• Laboratorios  

 
Así las cosas, es innegable que el señor Jori ha tenido la posibilidad de gestionar su proceso 

de Junta Médico Laboral, motivo por el cual en la actualidad él TIENE LA OBLIGACIÓN Y 

RESPONSABILIDAD DE SOLICITAR, GESTIONAR, INFORMAR Y CONVOCAR de 

manera activa los procesos, además de solicitar por si solo o por medio de un 

representante, la atención que requiera ante los dispensarios o establecimientos de 

sanidad, así como asistir a las citas que le sean programadas con el fin de permitir y facilitar 

la calificación médico laboral y no generar un trámite extenso, engorroso y complejo para 

la Dirección de Sanidad, lo anterior atendiendo a la disposición de la Ley 352 de 1997 en el 

artículo 21 la cual establece: 

 

“ARTÍCULO 21. DEBERES DE LOS AFILIADOS Y BENEFICIARIOS. Son 

deberes de los afiliados y beneficiarios:  

a) Procurar el cuidado integral de su salud, la de sus familiares y la de la 

comunidad y dar cabal cumplimiento a todas las disposiciones que, en materia 

preventiva, de seguridad industrial y de higiene determine el SSMP. 

b) Suministrar información veraz, clara y completa sobre su estado de salud 
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y el de sus beneficiarios;  

c) Cuidar y hacer uso racional de los recursos, las instalaciones y la dotación, 

así como de los servicios;  

d) Pagar oportunamente las cotizaciones a que haya lugar.” 

 

Lo anterior para que se dé inicio al proceso de calificación de la disminución de la capacidad 

laboral que concluye con valoración por la Junta Médico Laboral. 

 

Por último, cabe mencionar que la Dirección de Sanidad Ejército es un ente administrativo 

que se encarga de dirigir y coordinar la prestación del servicio, mas no del seguimiento y la 

presentación de los demandantes ante los dispensarios médicos, con el objeto de que den 

inicio o trámite al proceso de Junta Médico Laboral. 

 

Según lo expuesto se manifiesta que se está ante el Principio General del Derecho de 

Nadie está obligado a lo imposible 

 

En concordancia con lo expuesto líneas arriba, esta Dirección de Sanidad Ejército adopta 

las medidas que desde su competencia le facultan para dar cumplimiento a lo ordenado 

como prueba, teniendo en cuenta que desde el momento de afiliación y de encontrarse 

activo el afiliado (bien sea cotizante o beneficiario), tiene pleno de derecho a que se le 

brinden los servicios médicos, por lo cual puede la parte actora debe solicitar la atención 

médica requerida en el dispensario militar más cercano a su residencia con el objeto de dar 

inicio al protocolo. 

 

En espera de su comprensión y aceptación de las anteriores razones, se da respuesta a la 

solicitud presentada ante esta Dirección de Sanidad del Ejército. 
 
Por orden del señor Mayor General 
Carlos Alberto Rincón Arango 
Director de Sanidad del Ejército.  

 

Cordialmente,  
 
 
Mayor LUIS CARLOS RINCON SALAS  
Oficial de Gestión Jurídica DISAN Ejército (E) 
Anexo: Oficio No. 2022325001533041 
 
 
                        
Elaboró:    PS. Alexandra Dulcey Narváez 
                 Asesor Jurídico – DISAN Ejército 
 
 
 
Revisó:     SV. Juan Carlos Aranda Aranda 
                 Suboficial Tutelas JML – DISAN EJC        
 
 
 
VoBo:       Te. Diana Amortegui Moncada} 
                 Oficial Coordinador JML (E) 
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En cumplimiento de la orden de tutela se solicitó la activación de los servicios de salud para todo el 
proceso medico laboral así: 

1. A favor de CESAR ANDRES CASTRILLON AGUILAIR, se solicitó la activación mediante oficio. 
20223250112C2813, para todo el proceso medico laboral y obtención del concepto medico de 
ORTOPEDIA. 
2. A favor de CARLOS DAVID JORI V4LENCIA se solicitó la activación mediante oficio 
2022325011202933, para todo el proceso medico laboral y el diligenciamiento de la ficha medica 
laboral 1.. 
3. A favor de JAMES DUVAN GEOTOTO BOMBA mediante oficio 2022325011203043, para todo el 
proceso medico laboral y el diligenciamiento de la ficha medica laboral. 
4. A favor de ELKIN ESTEBAN VELASCO OCAMPO mediante oficio 2022325011203103, para todo 
el proceso medico laboral y el diligenciamiento de la ficha medica laboral. 
5. A 	favor 	de 	HERNAN • DARIO 	GOMEZ 	MORENO 	mediante 	oficio 
2022325011203193, para todo el proceso medico laboral y el diligenciamiento de la ficha medica 

laboral. 

r‘e 
PUBLICA RESERVADA 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 
DIRECCIÓN DESANIDAD 

Al contestar cite este número 
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Bogotá, D.C., 18 de julio de 2022 

Señora Juez: 
OLGA LUCIA GONZALEZ 
JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA DE CALI 
CARRERA 10#12-15 
Correo: i01fccalicendoi.ramaiudicial.gov.co   
Cali, Valle del cauca. 

Asunto: Cumplimiento fallo de tutela — Respueta a Incidente de desacato. 
Rad. Tutela: 2022-00285-00 
Accionante: CESAR ANDRES CASTRILLON AGUILAR Y OTROS. 

OBJETO 

Informar a su despacho lo concerniente a las acciones realizadas para dar cumplimiento al 
fallo de tutela proferido dentro del proceso con radipado No. 2022-00285 cuyo accionante 
es el señor CESAR ANDRES CASTRILLON Y OTROS, en el cual se dispuso: 

<1.0RDENAR a la Ors:17....C(M 	SAA/3).11.0 MUTAR DEL EJERCITO 

NACION'AI reskzar a CÉSAR ANDRÉS cAsmtu.ori AGUILAR, CARLOS 

DAVID JORI VALENCIA, JAMES DUVAN OIJETOTO f30M/34, ELKIN 

ESTEBAN VELASCO CAMPO. y HERNÁN DARIO GóMEZ MORENO, Al 

on relt3,1,G9 labora! p.vIrtEkr 	rp..!fro " 

ACCIONES TOMADAS DE CUMPLIMIENTO 

Estado de afiliación en el Subsistema de Salud de las F.F.M.M. 

Como fue ordenado por su despacho, a la Dirección General de Sanidad Militar se solicitó la 
activación en el establecimiento de sanidad de Cali, con.  el fin de que adelanten todo el proceso en 
dicha entidad, así mismo, ante el divisionario de medicina laboral de esa ciudad ubicado en el 
mismo dispensario. 
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En efecto, se informó la activación de los servicios médicos para los señores 
CESAR ANDRES CASTRILLON AGUILAR, CARLOS DAVID JORI VALENCIA, 
JAMES DUVAN GEOTOTO BOMBA, ELKIN ESTEBAN VELASCO OCAMPO y 
HERNAN DARIO GOMEZ MORENO, así mismo se aclaró que el señor CESAR 
ANDRES CASTRILLON AGUILAR tiene en su poder orden de concepto vigente, 
por lo que es necesario que se acerque al establecimiento de sanidad de Cali con 
el fin de programar el concepto medico de.ORTOPEDIA. 

Respecto de los señores CARLOS DAVID JORI VALENCIA, JAMES DUVAN 
GEOTOTO • BOMBA, ELKIN ESTEBAN VELASCO OCAMPO y HERNAN DARIO 
GOMEZ MORENO, se informó que deben acercarse al establecimiento de sanidad 
y al divisionario de medicina laboral de Cali para el diligenciamiento de la ficha 
medica laboral. 

FUNDAMENTO JURÍDICO 

Una vez informado a su estrado judicial las gestiones encaminadas a cumplir lo ordenado en 
providencia judicial, ponemos bajo su consideración los pronunciamientos Jurídicos emanados de 
las altas Cortes al respecto del cumplimie.hto las órdenes judiciales: 

Sentencia T-147 del 5 de marzo de 2010: 

"La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los 
derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales 
de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza 
desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde 
su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier 
decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de 
fundamento fáctico. En este sentir, el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden 
alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha 
entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al 
objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela". 

Por último, de acuerdo a lo anterior y de conformidad con los presupuestos que expone la Corte 
Constitucional en la Sentencia T-171 de 2010 M.P Mauricio González Cuervo: 

"El artículo 23 de la Constitución Pólítica establece que "Toda persona tiene derecho a 
presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 
particular y a obtener pronta resolución (...)". En desarrollo de dicho mandato Constitucional 
la jurisprudencia de esta Corporación ha reiterado_que el derecho de petición es 
fundamental, por dos razones, la primera, dado que es determinante para la efectividad de 
los mecanismos de la democracia participativa y, la segunda, porque con él se garantizan 
otros derechos constitucionales, corno los derechos a la información, a la participación 
política y a la libertad de expresión. Asimismo, la Corte ha establecido que el núcleo esencial 
del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna del asunto, pues sería 
inocuo contar con la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o deja de 
notificar el sentido de lo decidido. En ese orden, la respuesta, debe cumplir con ciertos 
requisitos, a saber: i) ser oportuna; ii) resolver de fondo, en forma clara, precisa y de manera 
congruente con lo solicitado; iii) ser puesta en conocimiento del peticionario. Con todo, 
cuando no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho 
constitucional fundamental de petición" 

Por último, en sentencia unificada SU-540/07 del Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galvis se ha 
dicho: 

"El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el 
requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que 
"carece" de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha 
comprendido la expresión hechI superado en el sentido obvio de las palabras que 
componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la 
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Como se evidencia, a la fecha se han emprendido las acciones necesarias y pertinehtes con el fin 
de dar cumplimiento a la orden Judicial impartida por su Honorable Despacho de acuerdo a las 
funciones y competencias de esta Dirección de Sanidad de Ejercito, no existiendo incumplimiento de 
la orden emanada por ese despacho. Expuestas las anteriores acciones y consideraciones, realizo' 
la siguiente: 

SOLICITUD 

- DECLARAR EL CUMPLIMIENTO del fallo de tutela en contra la Dirección de Sanidad del 
Ejército Nacional, toda vez que esta Dirección ha realizado las gestiones pertinentes para 
dar cumplimiento a las órdenes impartidas por el despacho. 

- CERRAR EL INCIDENTE DE DESACATO. 

- SE ARCHIVE la presente acción constitucional, ép virtud a de lo expuesto. 

En espera de su comprensión y aceptaión de las anteriores razones 

Por orden del señor Mayor General 
CARLOS ALBERTO RINCON ARANGO 
Director de Sanidad Ejército 

Cordialmente, 

Teniente Coronel. CARLOS MAURIC r PEÑ JIMÉNEZ 
Oficial Gestión Jurídica DISAN Ejérc 

Elaboro PSI-VrilVet-ZtatYllnos 
Asesor Juridico — DISAN Ejército 

Revisé: SV. Diego Alexand 	iasus Burgos. 
Suboficial Tutelas Junta 	s Laborales DISAN. 

el 
Vo. Be.: TE. Diego Ale 	erg cerrea Bardos 

Oficia liata r Tutelas DISAN Ejército 

O INFORME DE CUMPLIMIENTO A FALLO DE TUTELA, 	 1 mensaie 

lesus \lardas Rainc ' <ja:me.varcanratros`'.4,:d3Lrore.i,•-cltc..-,.m:Izo 13 de 	'o de 222 16 53 

J1:11fc.cali ‹P1fcca.:11cendo;.ran-i ajud'cial.gor 

2:-..1 22315X 1532c...z16 .1; i!-zide—.1.--.12d: 1322.3 K.E:i Descarwr 1.1 ,3 ez:ri 1 	 

AÑO DEL LIDERAZGO, 
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